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Resumen: El presente trabajo analiza la STSJ de Madrid, de 22 de julio de 2019, que 

anula el acuerdo del IVIMA por el que se enajenan viviendas de protección oficial a una 

entidad privada. Considera la sentencia que la enajenación no ha cumplido el requisito de 

innecesariedad de las viviendas para el cumplimiento de los fines del IVIMA y conlleva 

una quiebra de la protección social de los colectivos favorecidos con el disfrute de 

viviendas de protección pública. 

 
 Trabajo realizado bajo la tutela del profesor Ángel Carrasco Perera en el marco del Proyecto de 

Investigación PGC2018-098683-B-I00, del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades (MCIU) y 

la Agencia Estatal de Investigación (AEI) cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 

(FEDER) titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión social” y dirigido por Ángel Carrasco 

Perera y Encarna Cordero Lobato y a la Ayuda para la financiación de actividades de investigación dirigidas 

a grupos de la UCLM Ref.: 2019-GRIN-27198, denominado "Grupo de Investigación del Profesor Ángel 

Carrasco" (GIPAC) y a la ayuda para la realización de proyectos de investigación científica y transferencia 

de tecnología, de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha cofinanciadas por el Fondo Europeo de 

Desarrollo Regional (FEDER) para el Proyecto titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión 

social en Castilla-La Mancha” (PCRECLM) con Ref.: SBPLY/19/180501/000333 dirigido por Ángel 

Carrasco Perera y Ana Isabel Mendoza Losana, en base a la Propuesta de Resolución Provisional de la 

Consejería de Educación, Cultura y Deportes, Dirección General de Universidades, Investigación e 

Innovación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha de 5 de diciembre de 2019. 
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Palabras clave: viviendas de protección pública, innecesariedad, protección social, 

colectivos desfavorecidos. 

Abstract: This paper analyses the Sentence from the TSJ in Madrid dated from the 22th 

of July 2019, which annuls the IVIMA agreement that allows the selling of officially 

protected houses to a private enterprise. The jugdment considers that the selling has not 

complied with the requirement of the needlessness of the dwellings in order to fulfil the 

purposes of IVIMA and entails a failure of the social protection of the favoured groups 

with the enjoyment of protective public houses. 

Key words: protective public houses, needlessness, social protection, underprivileged 

groups. 

 

I. Los hechos 

El 29 de agosto de 2013, por resolución de la Directora General del IVIMA (Instituto de 

Vivienda de Madrid), se adjudicó a AZORA GESTIÓN, Sociedad Gestora de 

Instituciones de Inversión Colectiva, mediante procedimiento restringido, 32 

promociones con 2.935 viviendas en arrendamiento y en arrendamiento con opción de 

compra, garajes y trasteros, pertenecientes al IVIMA, por importe de 201.000.007 euros. 

Una resolución posterior del IVIMA, de 11 de octubre de 2013,  rectifica el error del 

importe de la adjudicación, cifrándolo en 201.000.000.07 euros.  

Por parte de 18 afectados por dicha enajenación, arrendatarios y arrendatarios con opción 

de compra de las referidas viviendas, se impugnaron ambas resoluciones ante el Juzgado 

de lo Contencioso Administrativo número 10 de Madrid. EL 25 de septiembre de 2018, 

dicho Juzgado dictó sentencia desestimando el recurso interpuesto por los afectados 

contra la mencionada resolución, sin imposición de costas. 

Los arrendatarios interpusieron el correspondiente recurso de apelación contra la 

sentencia del Juzgado. En dicho recurso se articula como motivo de revocación de la 

sentencia impugnada, la incorrecta y sesgada valoración del conjunto del material 

probatorio documental realizada por el juzgador de instancia. Especialmente del Informe 

de Fiscalización de Operaciones de enajenación del Patrimonio del IVIMA, elaborado 

por la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid. Consideran que de haberse tenido 

en cuenta la totalidad del informe, se habría admitido el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por no cumplirse el requisito habilitante de la enajenación: la 

innecesariedad de las 2.935 viviendas, garajes, y trasteros para el cumplimiento de los 

fines sociales que en materia de vivienda asumía en aquel momento el IVIMA. 
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II. La Sentencia 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid en sentencia 22 de julio de 2019, estima el 

recurso de los arrendatarios. Coincide en que la valoración de la prueba practicada fue 

sesgada y parcial. Aprecia el motivo esgrimido por los recurrentes de no haberse 

cumplido el requisito de la innecesariedad, ni explicado adecuadamente por qué esas 

viviendas ya no eran necesarias para los fines sociales que les eran propios. 

Tiene en cuenta a tales efectos la sentencia el artículo 49 de la Ley 3/2001, de Patrimonio 

de la Comunidad de Madrid, relativo a la enajenación de los bienes a título oneroso. 

Dispone que los bienes y derechos que constituyen el dominio privado de la Comunidad 

de Madrid, cuando no sean necesarios para el ejercicio de sus funciones, podrán ser 

enajenados.  

Cita en el mismo sentido, el artículo 131.1.de la Ley 33/2003 de Patrimonio de las 

Administraciones Públicas, conforme al cual los bienes y derechos patrimoniales del 

Patrimonio del Estado que no sean necesarios para el ejercicio de las competencias y 

funciones propias de la Administración General del Estado, o de sus organismos públicos 

podrán ser enajenados. Por último invoca la sentencia, el artículo 138 de la misma Ley, 

que establece, respecto de estas enajenaciones y al procedimiento a seguir, que en el 

expediente de enajenación se ha de justificar debidamente …que el bien o derecho no es 

necesario para el uso general o el servicio público, ni resulta conveniente su explotación. 

Con base en estas disposiciones legales considera la sentencia que la exigencia de 

justificación de la innecesariedad es imprescindible, bajo sanción de la invalidez de la 

actuación.  No acoge el TSJ, por no considerarla justificada, la argumentación de la 

representación procesal de la Comunidad de Madrid, que estima que la enajenación 

resultaba conveniente para el interés público, era acorde con el cumplimiento de los fines 

del IVIMA, y la gestión eficaz y eficiente de su patrimonio.  

Tampoco estima la sentencia el argumento de la mencionada representación procesal, que 

considera indiferente para los arrendatarios el cambio de titularidad de las viviendas. 

Estima la Sala que aunque la enajenación a una entidad privada no hace desaparecer la 

función social de las viviendas durante un tiempo, la subrogación en la titularidad de las 

viviendas por parte de la mercantil AZORA determina una alteración subjetiva de la 

relación arrendaticia, despojada ya de todo criterio o interés social. Coincido plenamente 

con el tribunal. No es indiferente para los arrendatarios el cambio producido, dado que 

las condiciones del arrendamiento pueden variar en función de los criterios del sector 

privado, que presidirán en el futuro la relación arrendaticia.  
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Tampoco puede perderse de vista que quienes ocupan estas viviendas lo hacen porque 

tienen una necesidad reconocida por la propia Administración, al carecer de recursos para 

acceder a una vivienda a precio de mercado, o por estar, incluso, en declarado riesgo de 

exclusión social.  

Concluye el TSJ, como ya adelanté, estimando el recurso y anulando la enajenación del 

IVIMA a AZORA. Recuerda también que el legislador autonómico ha prohibido las 

operaciones de enajenación de carácter similar a las que son objeto del presente caso. En 

concreto, la Ley 9/2017, en su artículo 5 permite que las viviendas de protección pública 

para arrendamiento y arrendamiento con opción de compra, calificadas definitivamente, 

puedan ser enajenadas por sus promotores por promociones completas. No obstante, se 

limitan las facultades de disposición cuando el titular sea la propia Administración. 

 

III. Reflexión final  

La protección del derecho a una vivienda digna y la obligación de los poderes públicos 

de promover las condiciones necesarias para hacerlo efectivo reconocidos 

constitucionalmente (artículo 47 CE), ha de ser especialmente cuidadosa en favor de los 

colectivos desfavorecidos. En el presente supuesto, arrendatarios y arrendatarios con 

opción de compra de viviendas y locales de promoción pública. De ahí la necesidad de 

que los requisitos legales en caso de enajenación de los mismos hayan de ser 

escrupulosamente cumplidos. El principal, la justificación de la no necesidad de las 

viviendas enajenadas para el cumplimiento de los fines del organismo titular de las 

mismas (IVIMA en el caso presente). Precisamente la no acreditación del cumplimiento 

de este requisito y la importancia del cambio de la figura del arrendador, una mercantil 

privada, que no garantizaba el mantenimiento de las condiciones sociales de los 

arrendamientos, lleva al TSJ a desestimar el recurso y dejar sin efecto la enajenación 

realizada.  

Acertado fallo de la sentencia, que prima la defensa de colectivos favorecidos con el 

disfrute de viviendas de protección pública y evita la quiebra de la protección social de 

los mismos  
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